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Por tanto, si la accionante pretende que con fundamento en este último documento se considere satisfecho el requisito de formación profesional, no es la tutela el medio autorizado para obtener ese propósito. En efecto, las normas que regulan el concurso en el que decidió participar, de manera expresa regulan la forma cómo se demuestra aquel requisito y están contenidas en un acto administrativo de carácter general que no define situaciones jurídicas personales y concretas que justifiquen el amparo por ese mecanismo excepcional de protección. Concretamente el numeral 5º del artículo 6º del decreto 2591 de 1991 prevé que la acción de tutela no procede contra aquella clase de actos. 

Además, frente a un acto de tal naturaleza, el afectado puede acudir a los medios ordinarios de defensa previstos por el legislador para garantizar los derechos de las personas, concretamente la acción de nulidad, ante la jurisdicción contencioso administrativa.
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre diez (10) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 525 del 10 de octubre de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-01060-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Martha Cecilia Roa Valencia contra la Comisión Nacional del Servicio Civil y la Universidad de Pamplona, a la cual fue vinculado el Profesional Líder de Reclamaciones de esta última entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Se inscribió en la convocatoria 352 de 2016 para optar por el cargo de docente orientador en el departamento de Caldas, ya que por su perfil profesional de trabajadora social, cumple los requisitos para acceder al mismo.

1.2 Oportunamente cargó la documentación necesaria para el registro, entre la cual se encontraban su documento de identidad, los comprobantes de su formación académica y los certificados laborales, tal como lo demuestra la plataforma de la CNSC.

1.3 Agotada esa etapa pagó los derechos de participación del concurso y el 11 de diciembre siguiente presentó la prueba de aptitudes y competencias básicas, en la que fue calificada con 67,67 puntos, resultado que superaba la calificación mínima establecida. Hasta ese momento había surtido satisfactoriamente la mayoría del proceso de selección y se encontraba ubicada en el puesto treinta y uno entre las ciento cincuenta personas que habían aprobado ese examen.

1.4 El 6 de junio de este año la CNSC publicó un aviso acerca del cargue y actualización de la información reportada, como siguiente etapa del concurso. “Al momento de realizar la selección de documentos, para la revisión de requisitos mínimos, los documentos referidos a la experiencia laboral, producción intelectual y otros me aparecían con opción de elección, no obstante los datos básicos y a la formación académica aparecían como documentos fijos sin opción de elección, por lo que desde mi buena fe pensé que por ser requisitos obligatorios y por haber tenido que presentarse con anterioridad y que además fueron documentos que se subieron a la plataforma en los tiempos correspondientes desde la primera solicitud de documentación, no se había habilitado para elección, puesto que se iban a tener en cuenta de manera obligatorio, sin necesidad de que la persona eligiera o no si los quería presentar, ya que en ningún momento el sistema me impidió seguir con mi inscripción”. Es decir, que para la formación académica el sistema no debería permitir la inscripción cuando no se anexan los comprobantes de la misma. De todas formas, al formato de inscripción allegó copia de su tarjeta profesional, documento obligatorio para el ejercicio del trabajo social y con el cual se demuestra su formación profesional, tal como lo establece el Consejo Nacional de Acreditación, la Ley 53 de 1977 y el Decreto 2272 de 2005.  
1.5 Sin embargo, el 8 de septiembre de este año la CNSC publicó los resultados de esa verificación, en el cual fue calificada como no admitida por incumplir los requisitos mínimos, en razón a que no había allegado los documentos que acreditaran su educación; según los detalles de la revisión, la entidad dejó de validar varios documentos, entre ellos su tarjeta profesional.
1.6 Frente a la anterior decisión, formuló, dentro del plazo concedido, la correspondiente reclamación, con sustento en los argumentos ya expresados. No obstante, la Universidad de Pamplona confirmó su no admisión. 

1.7 Si bien en la respuesta de la citada Universidad valida su tarjeta profesional como parte de los documentos de formación académica, determinó que carece de fecha de expedición y por lo tanto, no era posible establecer si se “adquirió con posterioridad al 30 de septiembre de 2016”. Lo anterior, a pesar de que reconocen que fue inscrita el 9 de agosto de 2012, lo que demuestra que se graduó antes de aquella fecha. Además, el citado documento tiene la particularidad de señalar la fecha del registro, la cual indica el momento en que el su titular es aceptado para el ejercicio de su profesión.
1.8 La decisión adoptada no es objeto de recurso alguno, tal como se desprende de su contenido, y con ella se le causa un perjuicio irremediable.

1.9 El 23 de septiembre de este año revisó la plataforma del concurso y encontró que “en el proceso cambia mi estado de no admitido a admitido, con lo que se puede demostrar que el sistema no se encuentra exento de fallas, como lo que pasó en mi caso al momento de no dejarme seleccionar mis documentos de formación en la etapa de actualización de documentos”. 

2. Considera lesionados sus derechos al trabajo, a la igualdad, al debido proceso, al trabajo y al acceso a cargos públicos. Para protegerlos, solicita se ordene a las entidades demandadas validar y tener en cuenta los documentos que allegó para demostrar su formación académica y que la admitan nuevamente en el proceso de selección. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 27 de septiembre se admitió la acción y se ordenó vincular Profesional Líder de Reclamaciones de la Universidad de Pamplona.
2. Asesor Jurídico de la Comisión Nacional del Servicio Civil indicó que la acción de amparo solo procede cuando el interesado carece de otros medios de defensa judicial. En este caso, la accionante pretende controvertir las normas de la Convocatoria No. 252 de 2012 que son de carácter general y por ende, su legalidad debe ser cuestionada a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y no por medio de este mecanismo constitucional.
Luego de referirse a los antecedentes y etapas del proceso de selección para proveer cargos de directivos docentes y docentes en el Departamento de Caldas, así como lo relacionado con la competencia para convocarlo y la aprobación del mismo, indicó que en el artículo 9º del Acuerdo 201623100000136 de 2016 se establecieron los requisitos generales de participación, entre ellos cumplir las exigencias del empleo escogido establecidos en la Resolución No. 09317 de 2016. Agregó que la verificación de los requisitos mínimos, concebida en el artículo 31 del citado Acuerdo, no constituye una prueba como tal, pues es un instrumento que permite establecer si el aspirante reúne o no las calidades exigidas para el empleo. Para llevar a cabo dicha revisión se suscribió contrato de prestación de servicios con la Universidad de Pamplona. 
Explicó que la señora Martha Cecilia Roa Valencia se inscribió en el referido concurso para optar por el cargo de docente orientadora OPEC 37673, empleo que según el manual de funciones correspondiente requiere título profesional en psicología, trabajo social, terapias psicosociales o desarrollo familiar, el cual se acredita, de conformidad con el artículo 29 de la convocatoria, con el título académico o el acta de grado. Para demostrar esta exigencia, la accionante procedió a cargar en el sistema la copia de su tarjeta profesional, documento que desatiende lo previsto en la última norma mencionada, máxime cuando no evidencia la fecha del grado. Por esta razón, la Universidad de Pamplona decidió excluirla del concurso y frente a la reclamación que formuló, dicha entidad expresó que en su tarjeta profesional no es posible identificar la Universidad que concedió el título, ni su fecha de expedición. Por ello, tal determinación se encuentra sustentada en las normas propias del concurso, reglas que la actora aceptó de manera libre y voluntaria cuando se registró a la convocatoria y por lo tanto no puede hablarse de vulneración de derechos. Por el contrario, se le ha garantizado un trato igualitario con los demás concursantes, se le dio la oportunidad de controvertir la referida decisión y el hecho de quedar marginada del concurso no significa una lesión a sus derechos al trabajo y al acceso a cargos públicos, pues estos solo los adquieren quienes superen satisfactoriamente el proceso de selección. 
Solicita se declare improcedente el amparo reclamado y se nieguen las pretensiones de la demanda.

3. La Universidad de Pamplona y el vinculado guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar en primer lugar, si en este caso procede la tutela frente a la decisión de marginar del concurso de docentes a la accionante. Solo de responderse afirmativamente ese interrogante, se analizará si las entidades accionadas vulneraron sus derechos fundamentales, con aquella decisión.

3. El artículo 125 de la Constitución Nacional dice en el inciso 1º que los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera, exceptuados los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley, y en el inciso 3º expresa que el ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes.

Sobre las condiciones del concurso de méritos la Corte Constitucional ha dicho:

“… el diseño de los concursos debe estar orientado a lograr una selección objetiva, que cumpla con el doble propósito de permitir que accedan al servicio del Estado las personas más idóneas para el desempeño de los distintos cargos, al tiempo que se garantiza para todos los aspirantes la igualdad de condiciones en el trámite de su aspiración. 

Por otra parte, una vez definidas las reglas del concurso, las mismas deben aplicarse de manera rigurosa, para evitar arbitrariedades o subjetivismos que alteren la igualdad o que vayan en contravía de los procedimientos que de manera general se han fijado en orden a satisfacer los objetivos del concurso. De este modo, el concurso se desenvuelve como un trámite estrictamente reglado, que impone precisos límites a las autoridades encargadas de su administración y ciertas cargas a los participantes. De manera particular, en orden a garantizar la transparencia del concurso y la igualdad entre los participantes, el mismo debe desenvolverse con estricta sujeción a las normas que lo rigen y en especial a las que se hayan fijado en la convocatoria,… 

…

Uno de los ámbitos en el que se manifiesta ese rigor del concurso es en el señalamiento de los requisitos y las calidades que deben acreditar los participantes así como de las condiciones y oportunidades para hacerlo. Igualmente rigurosa debe ser la calificación de los distintos factores tanto eliminatorios como clasificatorios que se hayan previsto en la convocatoria.”

4. En el proceso están acreditados los siguientes hechos:

4.1 Mediante Acuerdo No. 20162310000136 del 1º de julio de 2016
, la CNSC convocó a concurso “abierto de méritos para proveer definitivamente los cargos vacantes de Directivos Docentes, Docentes de Aula y Líderes de Apoyo, en establecimientos educativos oficiales que prestan su servicio a población mayoritaria, ubicados en la entidad territorial certificada en educación Departamento de Caldas-Convocatoria No. 352 de 2016.

El artículo 29 dice que para la verificación de los requisitos mínimos en esa convocatoria se requiere, entre otros documentos, “título(s) académico(s) o acta(s) de grado, conforme a los requisitos de estudio exigidos en la convocatoria para ejercer el empleo al cual aspira”, y   según el 31, la oferta pública de empleo se regirá por el manual de funciones, requisitos y competencias adoptado por el Ministerio de Educación Nacional por medio de la Resolución No. 09317 de 2016.

Esta exige como formación académica para el cargo de docente orientador no licenciado “Título profesional universitario en alguno de los siguientes programas: 1. Psicología (solo o con énfasis) 2. Trabajo social 3. Terapias psicosociales 4. Desarrollo familiar”
. 
4.2 La demandante participó de tal Convocatoria para el cargo de docente orientador en el departamento de Caldas
 y al verificar los requisitos mínimos, la Universidad de Pamplona decidió inadmitirla en el concurso porque la copia de la tarjeta profesional aportada no acreditaba la formación académica por el medio exigido, hecho que no ha sido objeto de controversia en el proceso. 
4.3 Frente a esa determinación, la accionante presentó de manera oportuna reclamación. Alegó, en síntesis, que al realizar la selección de documentos, la formación académica aparecía fija, sin opción de elección, y de buena fe consideró que por ser requisito obligatorio y porque la había acreditado con anterioridad, no se había habilitado tal elección, ya que además, el sistema no le impidió seguir con su inscripción. Agregó que la plataforma no debería permitir una inscripción cuando se dejan de anexar los comprobantes de la formación académica. De todas maneras, aportó copia de su tarjeta profesional, documento obligatorio para el ejercicio de su profesión y con el cual, de conformidad con la Ley 53 de 1977 y el Decreto 2272 de 2005, se demuestra la idoneidad y la formación profesional
.

4.4 El 23 de septiembre pasado, el Profesional Líder de Reclamaciones de la Universidad de Pamplona, decidió confirmar la decisión objeto de reclamo, porque según los términos de la convocatoria, el aspirante debía anexar, a través del sistema SIMO, los documentos para efecto de la verificación de los requisitos mínimos, entre ellos el “título(s) académico(s) o acta(s) de grado conforme a los requisitos de estudio exigidos en la convocatoria para ejercer el empleo al cual aspira”. En este caso, adujo, la participante anexó su tarjeta profesional de trabajadora social, sin fecha de graduación y con la de registro del 9 de agosto de 2012, que no permite establecer la entidad en la cual obtuvo el título profesional ni la fecha de expedición, esta última necesaria para determinar si se adquirió antes o después del 30 de septiembre de 2016, fecha límite para la valoración de los requisitos mínimos
.

5. Surge de tales pruebas que entre los requisitos mínimos de la convocatoria 352 de 2016, para acceder al empleo de docente líder de apoyo – docente orientador no licenciado, se requería, entre otros, acreditar título profesional universitario en psicología, trabajo social, terapias psicosociales o desarrollo familiar, para lo cual resultaba menester aportar el título académico o el acta de grado, sin que la tarjeta profesional estuviese contemplada como medio apto para ello.
Por tanto, si la accionante pretende que con fundamento en este último documento se considere satisfecho el requisito de formación profesional, no es la tutela el medio autorizado para obtener ese propósito. En efecto, las normas que regulan el concurso en el que decidió participar, de manera expresa regulan la forma cómo se demuestra aquel requisito y están contenidas en un acto administrativo de carácter general que no define situaciones jurídicas personales y concretas que justifiquen el amparo por ese mecanismo excepcional de protección. Concretamente el numeral 5º del artículo 6º del decreto 2591 de 1991 prevé que la acción de tutela no procede contra aquella clase de actos. 

Además, frente a un acto de tal naturaleza, el afectado puede acudir a los medios ordinarios de defensa previstos por el legislador para garantizar los derechos de las personas, concretamente la acción de nulidad, ante la jurisdicción contencioso administrativa. Así lo ha dicho la Corte Constitucional:

“Una de las causales generales de improcedencia de la acción de tutela a que se refiere el Decreto 2591 de 1991, alude específicamente a cuando este mecanismo de protección constitucional se utiliza para controvertir actos de contenido general, impersonal y abstracto. En efecto, el artículo 6º numeral 5º del citado decreto dispone expresamente que la acción de tutela no procederá “cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”
.

La existencia de esta causal encuentra fundamento en el hecho de que el ordenamiento jurídico ha delineado un sistema de control judicial mediante acciones y recursos idóneos y apropiados que admiten el cuestionamiento de actos de esa naturaleza, como es el caso de la acción de simple nulidad prevista en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, y la acción de inconstitucionalidad contemplada en el artículo 241 de la Carta, de tal suerte que a través de ellos se pueden tramitar los debates sobre la ilegalidad o inconstitucionalidad de un acto, con intervención de los actores y de terceros, respetando los derechos constitucionales de unos y otros y permitiendo una confrontación amplia y contradictoria capaz de proporcionar certeza respecto de los asuntos sometidos a litigio
.

Acorde con lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha indicado igualmente que los actos de carácter general, impersonal y abstracto producen efectos generales y no se dirigen a alguien en particular, razón por la cual no son susceptibles de producir situaciones jurídicas subjetivas y concretas que admitan su control judicial por medio del recurso de amparo constitucional previsto en el artículo 86 Superior
…”
.
En esa misma línea, la Corte Suprema de Justicia, en un caso similar al que ahora la ocupa la atención de la Sala, expresó:

“1.
El accionante aduce la Comisión Nacional de Servicio Civil afectó sus prerrogativas constitucionales invocadas al excluirlo del concurso de méritos en el que se inscribió con el propósito de ocupar el cargo de Auxiliar Administrativo Código 407 – Grado 10 de la Gobernación de Risaralda, por no apotrar en oportunidad el diploma de bachiller, no obstante haber adjuntado el acta de grado de su carrera profesional, con la cual demuestra que el bachillerato se superó. Pide ser reintegrado al proceso de selección con el fin de poder ocupar el empleo al cual se inscribió, puesto que no tiene trabajo y debe mantener a su familia.    

En relación con la inconformidad del peticionario, basta decir que el amparo solicitado resulta improcedente, pues como reiteradamente lo ha sostenido la jurisprudencia de esta Corporación, en principio las controversias en torno de la legalidad de las decisiones de la administración, deben discutirse ante la jurisdicción correspondiente, sin que sea viable pretender sustituirlos por este mecanismo extraordinario habida cuenta de su carácter subsidiario, pues si la pretensión del actor es la de invalidar las determinaciones que la entidad cuestionada emitió y en las que argumentó que la norma es taxativa al indicar que el requisito es el diploma de bachiller y no puede ser suplido por el de pregrado, este no es el escenario para debatirlas, motivo por el cual se revocará el fallo de primer grado.”

En conclusión, no es la tutela el mecanismo idóneo para controvertir las resoluciones referidas, por su naturaleza de general, impersonal y abstracto.

6. Resulta sin embargo necesario precisar, que en ocasiones la aplicación de un acto general puede lesionar o amenazar derechos fundamentales y la no intervención del juez constitucional, conllevar a la materialización de un perjuicio irremediable, evento en el cual puede prosperar, de manera transitoria, para evitarlo en un caso concreto, mas no para demandar su ilegalidad.

En el asunto bajo estudio no se está frente a situación de tal naturaleza, que justifique la tutela de manera provisional, sin que cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable, sino aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.

Al respecto ha enseñado la Corte Constitucional
:

“Sentado lo anterior, corresponde aclarar aquellos casos en que la jurisprudencia constitucional ha determinado como perjuicio irremediable
. En relación a este tema, esta Corporación ha aplicado varios criterios para determinar su existencia:

…

“En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable” (sentencia T-1316 de 2001).

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional ha previsto que la valoración de los requisitos del perjuicio irremediable, debe efectuarse teniendo en consideración las circunstancias que rodean el caso objeto de estudio, en la medida en que no son exigencias que puedan ser verificadas por el fallador en abstracto, sino que reclaman un análisis específico del contexto en que se desarrollan.”

En este caso no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción contencioso administrativa se pronuncia al respecto, porque ningún hecho se relató en la demanda que permita deducir circunstancia como esa. 
7. En conclusión, dada la subsidiaridad que caracteriza la tutela, la invocada por el demandante deberá ser denegada por improcedente.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se declara improcedente la acción de tutela propuesta por la señora Martha Cecilia Roa Valencia contra la Comisión Nacional del Servicio Civil y la Universidad de Pamplona, a la cual fue vinculado el Profesional Líder de Reclamaciones de esta última entidad.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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13

